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MATERIA Constitucional - Acción de hábeas corpus 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

Si  

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO Ana Lucia Salinas Loyola, Abogada de los Tribunales de Justicia, Magíster en 
Derecho Laboral y Seguridad Social ejerce sus labores como Defensora Pública 
en la provincia de Cañar. 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho de los niños y adolescentes a la integridad física y psíquica. Derecho a la 
intimidad personal y familiar. Derecho a la inviolabilidad de domicilio. Derecho de 
la atención especial a las familias disgregadas. Derecho de reconocimiento de 
diversos tipos de familia. Derecho a la integridad personal.  Derechos de los hijos 
a la paternidad responsable. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS Rosa y su familia 
Rosa Pérez Siguencia (en adelante “Rosa”) y su familia pertenecen a un grupo de 
personas que están en circunstancias de vulnerabilidad por estar en una situación 
de extrema pobreza, siendo Rosa una mujer cabeza de hogar, quién sufrió 
exclusión social durante su vida y víctima de múltiples maltratos y violencia. 
 
Rosa es una mujer, madre soltera y jefa de hogar, de 39 años, vive en la provincia 
de Cañar, capital Azogues, en una comunidad rural (Buil Tabacay). A los nueve 
años quedó huérfana. No sabe leer ni escribir y tiene 54% de discapacidad 
intelectual. Tiene una familia compuesta por tres hijas de 13 años, de 6 años, de 
1 año y dos hijos de 12 años y de 5 años. Dos de sus hijos presentan trastornos 
psicológicos.  
 
Los ex convivientes de Rosa ejercieron violencia en contra de su integridad, 
incluso el padre de sus dos últimos hijos, fue denunciado por abuso a su hija 
mayor.  
 
La situación en el hogar de Rosa era de extrema pobreza, vivía en una casa 
prestada, antigua, de dos habitaciones, con 3 camas para todo su núcleo familiar. 
Ella tenía que dedicarse a lavar ropa de sus vecinos para poder cubrir las 
necesidades de su hogar, además que recibía alimentos y ayuda de otras 
personas, en especial de su madrina. 
 
La familia y el Estado 
Ante un posible abuso sexual en contra de su hija mayor por un miembro de la 
misma comunidad, Rosa presentó una denuncia el 11 de mayo de 2015, hecho 
que fue avocado conocimiento por la Junta Cantonal de Protección de Derechos 
de Azogues (en adelante “Junta”), disponiendo el 04 de junio de 2015 atención 
psicológica para su hija y mayor control en la escuela a la que acudía.  
 
El 16 de febrero de 2016, el juez de la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón 
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Azogues archivó la denuncia por no contar con elementos suficientes para deducir 
una imputación. 
 
Desde enero de 2017, el Ministerio de Inclusión Económica y Social realizó 
acompañamiento a Rosa y su familia, mediante visitas domiciliarias, solicitando a 
la Junta intervención porque la casa en donde vivían no reunía las condiciones 
necesarias para la subsistencia, en particular de los niños. 
 
El 13 de febrero de 2017, el fiscal Provincial del Cañar solicitó al juez de la Unidad 
Judicial Penal de Azogues la reapertura del caso por considerar que existen 
méritos suficientes para que la causa prosiga, incluyéndose a su hija al Sistema de 
Protección de Víctimas y Testigos por tentativa de violación en el mes de marzo 
de 2017. 
 
El 22 de noviembre de 2017, Silvia Serrano, analista provincial del Sistema de 
Protección de Víctimas y Testigos del Cañar, solicitó una visita técnica de la Junta 
para que verifique la situación de la protegida y dicte las medidas de protección 
que se considere necesarias, pues se conocía que los hijos e hijas de Rosa 
supuestamente se extraviaron, mientras ella se encontraba en Machala por 
motivos de salud. 
 
El 6 de diciembre de 2017, Maribel Ulloa Vanegas, psicóloga clínica del 
Departamento de Consejería Estudiantil de la Escuela “Dolores Sucre”, remitió el 
informe de seguimiento del caso de adolescente a la Junta por la presunta 
infracción sexual y por supuesta violencia psicológica y negligencia por parte de 
su cuidadora. Del informe se desprendió que la menor vive en un hogar de escasos 
recursos económicos y de una estructura disfuncional, la representante de la 
menor carece de educación académica y su lenguaje es poco fluido, confuso y en 
ocasiones incoherente, situación que también perjudica a sus hermanos ya que 
presentaban poca higiene, uniformes sucios, ingesta de alimentos en mal estado, 
sin útiles escolares completos, por lo cual se recomendó el cambio de ambiente 
familiar, terapia psicológica y seguimiento tanto del desempeño académico y del 
caso. 
 
El 8 de enero de 2018, el fiscal Provincial del Cañar solicitó el archivo de la causa 
por cuanto “de los informes psicológicos se evidencia que la adolescente no fue 
víctima de un delito sexual, sino que su entorno familiar pone en riesgo su 
integridad física y psicológica.” 
 
El 15 de enero de 2018, la Unidad Judicial Penal con sede en el cantón Azogues 
ordenó el archivo de la causa y la remisión de copias del expediente a la Unidad 
de la Familia, Niñez y Adolescencia de Azogues para que se dicten medidas de 
protección a favor de la adolescente y sus hermanos, por la negligencia de los 
cuidadores. 
 
El 13 de febrero de 2019, la adolescente acompañada por su madre, presentó una 
denuncia ante la Fiscalía por supuesto abuso sexual contra su padrastro. 
 
El 26 de febrero de 2019, Verónica Toledo, jueza de la Unidad Judicial Penal de 
Azogues, concedió las medidas de protección de prohibición al procesado de 
perseguir a la víctima, boleta de auxilio y orden de salida de la vivienda.  
 



 

 

El 28 de febrero de 2019, Mónica Pesantez Ochoa, directora de la Escuela 
“Dolores Sucre”, presentó un informe dirigido a la Fiscalía Provincial de Cañar 
señalando que la adolescente había sido maltratada por Rosa por haber 
denunciado a su padrastro, mismo que no habías salido del hogar y que la madre 
no hace nada al respecto. 
 
El 19 de marzo de 2019, Karla Narváez Muñoz, fiscal Provincial del Cañar, puso en 
conocimiento de la Unidad Judicial de la Familia del cantón Azogues el presunto 
hecho de violencia psicológica por parte de Rosa contra la adolescente, y solicitó 
la intervención del Equipo Técnico y que se dicten las medidas de protección que 
amerite. 
 
El 20 de marzo de 2019, Margarita Matute Altamirano, jueza de la Unidad Judicial 
de Familia, Niñez y Adolescencia con sede en el cantón Azogues, ordenó como 
medida de protección la prohibición a la agresora de proferir amenazas en forma 
directa o indirecta contra la víctima y dispuso la intervención de la trabajadora 
social para que brinde acompañamiento a la adolescente. 
 
El 22 de marzo de 2019, en el informe psicosocial de la Unidad se concluyó que la 
adolescente no quería dejar su casa, sus hermanos y su madre; y, pensar en la 
posibilidad de un internamiento en una casa hogar. Al igual que tampoco se podía 
someter a la madre a algún tratamiento psicológico por su limitada situación 
cultural, económica, emocional y psicológica, debiendo continuarse visitas 
semanales por parte del equipo técnico. 
 
El 25 de marzo de 2019, la jueza Margarita Matute Altamirano dispuso que el 
Equipo Técnico de la Unidad dé seguimiento una vez por semana al proceso, para 
la rectificación de las conductas de maltrato. 
 
El 1 de mayo de 2019, el Equipo Técnico de la Unidad señaló en su informe que la 
pareja de Rosa ya no vive con ella, que la apariencia y aseo personal de la 
adolescente ha mejorado, recomendó acompañamiento psicológico, e indicó que: 
… preocupa por demás el hecho de que no es tan solo la disfuncionalidad familiar, 
la negligencia y maltrato lo que afecta a la familia…sino sus condiciones 
socioculturales y económicas, las cuales son bastante deficientes, es visible la 
pobreza en la que viven, pues por más que la madre haga esfuerzos por trabajar 
en lo que sea, cualquier ingreso es mínimo ya que no le permite cubrir los gastos 
de manutención, es decir no solo es la negligencia lo que afecta a la familia ya que 
a ello se suma su extrema pobreza. 
 
El allanamiento 
El 10 de mayo de 2019, la Junta indicó que los niños y niñas se encuentran en 
riesgo, y solicitó a la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de 
Azogues que se conceda la orden de allanamiento del domicilio de Rosa, para que 
agentes de la Dirección Nacional de Policía Especializada para Niños, Niñas y 
Adolescentes (“DINAPEN”) puedan dar cumplimiento al acogimiento institucional 
de los cinco niños y niñas, la cual mediante providencia se solicitó que los menores 
sean rescatados y trasladados al Hogar de Jesucristo, estas medidas no fueron 
informadas a Rosa. 
 
El 12 de mayo de 2019 a las 19h45, agentes uniformados de la DINAPEN allanaron 
el domicilio de la familia, ingresando a la fuerza dos policías, procedieron a coger 



 

 

a los menores a través de jalones, con fuerza los subieron al patrullero sin 
informarles lo que ocurría, la adolescente no fue llevada por los agentes puesto 
que se había encerrado en un cuarto. Fue una situación traumática para la familia 
porque no sabían lo que pasaba. El 14 de mayo de 2019, la DINAPEN informó que 
la adolescente acudió voluntariamente en compañía de su madre y es ingresada 
en la casa de acogida. Rosa explicó que “se queda ahí para cuidarles a los 
hermanos.”  
 
El acogimiento institucional 
La trabajadora social de la Casa de Acogida, cuando llegaron los niños y niñas, 
afirmó que “presentaban ciertas complicaciones conductuales, de su aseo 
personal, no disponían de cédulas de identidad y que sufrían complicaciones de la 
salud bastante fuertes”.  
 
En la casa hogar las visitas eran restringidas, por lo cual Rosa no pudo verlos 
constantemente, además que no le permitieron permanecer a solas con sus hijos 
o tocarlos lo cual era incomprensible para la madre por la discapacidad que 
presenta, lo cual no fue considerado por los trabajadores de la casa hogar 
existiendo inconvenientes con este personal.   
 
Conforme los relatos de Rosa, señaló que sus hijos eran maltratados y no estaban 
recibiendo alimentos adecuados, la adolescente también señaló que en la casa de 
acogida les gritaban y a veces los golpeaban. 
 
Las personas profesionales de la casa de acogida intentaron trabajar en la 
reinserción familiar, “pero no hubo cómo, no aceptaba la situación de que tenía 
que asistir a terapia.” Asistió contra su voluntad a las terapias. Buscaron otros 
referentes familiares para una posible reinserción. Pero vino la orden judicial de 
reinserción. “La situación de que se quedó a medias nuestro trabajo. Los niños 
fueron dados de reinserción, algo que nosotros no queríamos, porque… había 
avances bastante fuertes con los niños…”. 
 
El hábeas corpus 
El 28 de mayo de 2019, Rosa, a través de la Defensoría Pública, solicitó al juez que 
se levante la medida de institucionalización y el retorno inmediato de sus hijas e 
hijos. Rosa le dijo al juez “no es tus hijos, señor juez… si son mis hijos, acaso yo no 
he dado a luz, usted no me ha ayudado en mis dolores, son mis hijos, déjenme ver 
a mis hijos…tenga la bondad de devolver a mis guaguas… [el juez] no quiso saber 
nada, no quiso saber nada de mí, no quiso saber nada…”. Por su parte la defensa 
sostuvo que para la emisión de las medidas de protección no medió una 
investigación, no existían pruebas de maltrato, no se especificaron el tiempo de 
duración de las medidas y hasta el día de hoy no se citó a los padres para ejercer 
su defensa. Al día siguiente, la solicitud fue declarada improcedente, el juez se 
inhibió de conocer la causa y señaló que el caso se encuentra bajo competencia 
de la Junta. 
 
El 31 de mayo de 2019, el juez de la Unidad Judicial de Familia, Niñez y 
Adolescencia de Azogues, negó la solicitud de revocatoria sosteniendo que los 
menores no se encuentran privados de la libertad, sino que se encuentran bajo la 
protección del Estado, por disposición de la Junta Cantonal de Protección. 
 



 

 

El 3 de junio de 2019, Rosa presentó una acción de hábeas corpus en contra del 
juez que ordenó el allanamiento, la Junta y el Gobierno Autónomo 
Descentralizado del cantón Azogues, enfatizando que en una de sus visitas su hijo 
tenía el brazo roto y su hija estaba con la cabeza rota. 
 
El 10 de junio de 2019, el juez de la Unidad Judicial de Familia, Mujer, Niñez y 
Adolescencia con sede en el cantón Azogues, negó el hábeas corpus y recalcó que 
“se ha confundido completamente lo que es el hábeas corpus con una medida [de] 
protección de derechos a los niños…lo que corresponde es conocer si dichos 
menores se encuentra[n] o no privados de la libertad en forma ilegal, arbitraria o 
ilegítima, y obviamente no están privados de la libertad, sino con una orden de 
medidas de protección” Rosa apeló tal resolución. 
 
El 2 de julio de 2019, la Sala Multicompetente de la Corte Provincial de Justicia del 
Cañar confirmó la sentencia subida en grado y manifestó que: El derecho a tener 
una familia y no ser separado de ella ha sido garantizado, en lugar de vulnerado, 
por las actuaciones tanto administrativas de la Junta Cantonal como la 
jurisdiccional tomada por el señor Juez que otorgó dichas medidas… esta acción 
no solamente pretende ignorar los derechos de los niños, sino también el trámite 
que ha previsto la legislación ecuatoriana, para su aplicación y la forma y 
momento [para] terminar estas medidas…En conclusión… no existe la vulneración 
del derecho a la libertad. 
 
El 26 de julio de 2019, Rosa presentó acción extraordinaria de protección en 
contra de la sentencia dictada por la Corte Provincial. 
 
El 30 de julio de 2019, la psicóloga de la Casa Hogar, en su informe señaló que i) 
los niños y niñas deben permanecer en la casa de acogida, hasta que se resuelvan 
los procesos en Fiscalía y se identifique un familiar idóneo para iniciar un proceso 
de reinserción, ii) se continúe la coordinación con el Departamento de Consejería 
Estudiantil (DECE) y Fiscalía, iii) se realicen intervenciones individuales a los niños 
y niñas una vez por semana, iv) se continúe la coordinación con el departamento 
de psiquiatría del centro de salud, y v) no es oportuno las visitas de los familiares 
ya que generan un riesgo para la adolescente.  
 
El 15 de agosto de 2019, el juez dispuso la intervención del equipo técnico de 
trabajo del Consejo de la Judicatura y prohibió las visitas a Rosa, empero el 12 de 
septiembre de 2019, se levantó la prohibición de visitas en atención a las 
recomendaciones del Consejo de la Judicatura en la cual se consideró el 
acogimiento familiar de los menores a cargo de su tía materna hasta que su madre 
cumpla con las recomendaciones emitidas por el equipo técnico de la casa hogar, 
entre otras. 
 
Durante el trámite jurisdiccional, hubo varias tensiones relacionadas con el rol que 
debería tener la Defensoría Pública. Se dijo, por ejemplo, por parte del juez que 
“…su madre [y] su defensora, deberían colaborar para tal objetivo y no 
obstaculizar el trabajo en bienestar del desarrollo integral de los menores”, que se 
“se hace conocer de la actitud incorrecta de la defensora Pública…contra los 
funcionarios de la Institución de acogida, por lo que se llama la atención a fin de 
que rectifique su proceder, sin perjuicio de hacer conocer al Defensor Público 
Nacional”, que interpone recursos con “claro afán de continuar fastidiando”, que 
“la defensa…ha pretendido imponer su voluntad.”. 



 

 

 
La reinserción familiar y la vida después del acogimiento 
Después de varias actuaciones procesales, en audiencia de 19 de diciembre de 
2019, el juez de primera instancia dispuso que “es el momento que los 
adolescentes y niños retornen a su hogar con su madre”. Según la abogada 
defensora, “el juzgador quiso escuchar a la madre, le preguntó si tiene a dónde 
llevarlos a sus hijos, y si está dispuesta a atenderlos, por supuesto que Rosa 
Margarita expreso a viva voz y entre lágrimas que sí, que por favor les devuelva a 
sus hijos.” Según Rosa el juez dijo: ya podemos entregar a los guaguas. Yo no 
creí…yo no creí que me van a entregar a mis hijos, yo no creí…” 
 
En la actualidad, Rosa vive con sus cinco hijos e hijas. Señala que está cansada de 
pedir justicia, que no quiere que los policías se los vuelvan a llevar. Sus hijos e hijas 
tienen miedo de que les vuelva a suceder algo parecido. Uno de sus hijos le dijo a 
Rosa: “Ahora yo ya no quiero saber de psicólogo, mami, porque otra vez me van a 
llevar, me habla con un sufrimiento, mejor me voy a morir ahorcando me dijo, 
señor juez, y yo le dije: no mijo, no va a pasar nada, de aquí ya no… mucho me 
pegan, dice, en Casa Hogar, mami. Me dejaron sin comida, no me dieron de comer, 
mami.” Los hijos e hijas de Rosa tienen miedo de las instituciones del Estado, al 
igual que Rosa tiene pavor a los psicólogos y los jueces, ante un temor latente que 
le vayan a quitar nuevamente a sus hijos.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 11.2, 11.7, 44, 45, 46.1, 66.3, 66.20, 66.22, 67, 69.1, 69.4, 69.5, 77.1, 89 y 175 

de la Constitución de la República del Ecuador. 

Art. 43 de la Ley Orgánica de Garantías jurisdiccionales y Control Constitucional 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Madre jefa de hogar, víctima de violencia intrafamiliar, sin educación, con 
discapacidad, en situación de vulnerabilidad, junto a sus 5 hijos menores de edad.  

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Corte IDH. Caso Ramírez Escobar y otros Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 351., párrafo 329. 

 
o Corte IDH. Caso Familia Barrios vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 24 de noviembre de 2011, 
párrafo 140. 

 
o Corte IDH. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 2 de 
septiembre de 2004. 

 
o CIDH. Informe temático: Violencia, niñez y crimen organizado, 11 noviembre 

2015, párrafo 308. 
 
o CIDH. Informe temático: Violencia, niñez y crimen organizado, 11 noviembre 

2015, párrafo 306. 
 
o CICR, “Reglas y normas internacionales aplicables a la función policial”, 

Ginebra: CICR, 2015, Página 37. 
 
o ONU, Observación General No. 14 sobre el derecho del niño a que su interés 

superior sea consideración primordial, artículo 3 párrafo 1. 2013. 



 

 

 
o Comité de los Derechos del Niño, Observación General No. 13, párrafo 15. 
 
o Corte IDH. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párrafo 196; Caso Furlan 
y Familiares Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párrafo 228, y, 
Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión 
Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrafo 99. 

 
o ONU, Observación General No. 12 El Derecho del Niño a ser escuchado. 2009, 

párrafo 79. 
 
o Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión 

Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrafos. 94 y 
117. En el mismo sentido, Naciones Unidas, Comité de los Derechos del Niño, 
Comentario General No. 12 (2009). El derecho del niño a ser escuchado, 
CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009, párrafo 32. 

 
o Comité de los Derechos del Niño, Comentario General No. 12, El derecho del 

niño a ser escuchado, CRC/C/GC/12, 20 de julio de 2009. 
 
o ONU, Convención sobre los Derechos del Niño, artículo 12, 23 y 24. 
 
o Corte IDH, Caso Duque vs. Colombia. Sentencia de 21 de noviembre de 2016, 

párrafo 91. 
 
o CIDH. Informe temático, El derecho del niño y la niña a la familia. Cuidado 

alternativo. Poniendo fin a la institucionalización en las américas, 17 octubre 
2013, párrafo 172. 

 
o Corte IDH. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión 

Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002. Serie A No. 17, párrafo 77. 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
NACIONAL 

85. De la norma constitucional se desprende que el hábeas corpus protege a las 
personas privadas de libertad, al menos, en dos circunstancias: (1) cuando una 
persona está privada de libertad de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, hay una 
violación al derecho a la libertad de movimiento, y lo que procede es disponer su 
inmediata libertad; (2) cuando una persona está privada de libertad de forma legal 
y legítima, hay violaciones a derechos que se producen por las condiciones de 
privación de libertad, y lo que procede es reparar por esas violaciones. 
 
86. En el primer caso (1), el objeto del hábeas corpus es el derecho a la libertad y 
la finalidad es recuperarla, como cuando una persona ha sido detenida sin boleta 
ni en flagrancia, o restringir las limitaciones a la privación de libertad, como 
cuando una persona ha cumplido todos los requisitos para obtener la prelibertad 
y arbitrariamente no le conceden. El juez o jueza que conoce el hábeas corpus 
debe i) verificar si la privación de libertad es ilegal, arbitraria o ilegítima y ii) 
analizar el momento de la privación de libertad. 
 
87. El momento de la privación de libertad es cuando se produce el primer 
contacto entre los agentes del Estado, o quienes privan de la libertad, y la persona. 
Este momento debe ser respetuoso de la dignidad y debe cumplir con los 



 

 

procedimientos legales, tales como la exhibición de la boleta si fuere el caso y con 
la información sobre los derechos de la persona privada de libertad. 
 
88. La privación ilegal de la libertad puede ser material y formal. Material cuando 
no hay “estricto apego a las causas, casos o circunstancias expresamente 
tipificadas en la ley”; formal cuando se incumplen los requisitos y procedimientos 
establecidos en la ley. La privación arbitraria de la libertad se produce cuando, a 
pesar de cumplirse las normas legales, “se ha realizado utilizando causas y 
métodos que puedan reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos 
humanos del individuo.” 
 
89. En el segundo caso (2), que se ha denominado hábeas corpus correctivo, el 
objeto del hábeas corpus son los derechos en la privación de libertad y la finalidad 
es garantizar los derechos conexos que se vulneran gravemente durante la 
privación de libertad, como privar de alimentos a una persona, no brindar 
atención oportuna de salud a personas enfermas que podrían conllevar al 
deterioro de salud o a la muerte, disponer la incomunicación. La privación a la 
libertad conlleva a limitaciones inevitables a otros derechos, tales como a la vida 
familiar, la privacidad, el libre desarrollo de la personalidad, la autonomía. Esas 
restricciones y limitaciones serán justiciables mediante la garantía de hábeas 
corpus cuando no fueren razonables o si producen efectos o daños graves al 
titular de derechos. El juez o jueza que conoce el hábeas corpus debe verificar las 
vulneraciones a derechos producidas durante la privación o restricción a la 
libertad y “efectuar un análisis más amplio de todo el proceso de privación de 
libertad.” 
 
90. En este sentido, una privación o restricción a la libertad que formalmente en 
un inicio es constitucional, porque hay boleta, auto de prisión preventiva, 
sentencia condenatoria, orden de acogimiento institucional, “puede convertirse 
en ilegal, arbitraria o ilegítima, o ser implementada en condiciones que amenacen 
o violen los derechos a la vida o integridad de la persona”, o a los derechos 
conexos. 
 
94. Privación de libertad se entiende como cualquier restricción o limitación al 
derecho a la libertad de movimiento, contra la voluntad de la persona, a cualquier 
título o justificación. No importa, entonces, si la privación a la libertad se produce 
por la expedición de una medida cautelar, sentencia condenatoria o una medida 
de protección. 
 
98. La privación de libertad no se convierte en legal, justificada y legítima por el 
solo hecho de invocar una norma legal que establece la finalidad del acogimiento 
institucional, como sostuvieron los jueces que conocieron el caso. Si bien 
mediante el hábeas corpus, como regla general, no permite sustituir el 
procedimiento ordinario para revisar la medida de acogimiento institucional, que 
tiene otros fundamentos y otra finalidad, el juez o jueza de hábeas corpus tiene 
que analizar si se cumplen los requisitos, formalidades y condiciones establecidos 
en la ley y en la Constitución. 
 
103. En suma, en primer lugar, el acogimiento institucional está previsto en la ley 
como medida transitoria de protección, con carácter excepcional, de última ratio, 
y debe perseguir un fin legítimo y cumplir con los requisitos de idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad. En segundo lugar, el acogimiento institucional cabe 



 

 

solo mediante orden de juez competente. En tercer lugar, la orden de juez debe 
estar basada en información suficiente proporcionada por profesionales 
competentes y especializados en el cuidado y atención a niños, niñas y 
adolescentes.  
 
110. En el caso conviene hacer una distinción entre el allanamiento para detener 
a una persona que presuntamente ha cometido un delito y el allanamiento para 
proteger los derechos de los niños, niñas y adolescentes. En el primer caso, el 
allanamiento se enmarca dentro de un proceso penal, encaminado a investigar y 
sancionar infracciones penales. El allanamiento es una medida judicial que implica 
el uso de mecanismos relacionados con la fuerza y su uso progresivo es previsible 
en el procedimiento penal, considerando la resistencia de la persona requerida 
por la justicia penal. El segundo caso, que es el que se relaciona con los hechos, 
se analizará a continuación. Si el allanamiento no distingue, en su ejecución, entre 
la materia penal y la de niñez y adolescencia, puede convertir a la medida, 
originalmente concebida como protectora, como una violación adicional a los 
derechos de los niños y niñas. 
 
113. Los agentes de la autoridad que realicen el allanamiento tienen particulares 
y especiales deberes de prevención y protección en relación con el uso de la fuerza 
por parte de agentes de seguridad en situaciones en que están o puedan estar 
involucrados niños, niñas o adolescentes. Entre otras: 
 
a. Los niños y niñas deben ser tratados con respeto y dignidad. 
b. De ser posible, se les informará sobre las razones del allanamiento, el lugar a 
donde serán trasladados y el derecho a ser protegidos. 
c. El portar, exhibir o usar armas de fuego, patear puertas, y otras expresiones de 
violencia en un allanamiento en procedimientos de protección de niños y niñas 
no es conveniente y debe evitarse. 
d. En caso de presentarse situaciones de violencia física, psicológica, sexual, otras 
formas de violencia o potenciales riesgos a la integridad de los niños y niñas, podrá 
ser permitido el uso progresivo de la fuerza. 
e. El uso progresivo de la fuerza será una medida extrema y excepcional y se 
ejercerá cuando fuere necesario de forma progresiva contra quien esté 
violentando sus derechos y nunca contra los niños o niñas a proteger. En otras 
palabras, no se deberá aplicar la fuerza en absoluto si el objetivo puede lograrse 
sin ella. Los agentes de policía deben prestar atención y ofrecer protección a las 
niñas y niños. Si se afecta a sus derechos, entonces se presumirá la 
desproporcionalidad de la medida. La responsabilidad por el uso de la fuerza no 
solo es del agente sino de las autoridades superiores que dieron la orden, que no 
intervinieron cuando tenían conocimiento o debían haberlo tenido cuando un 
agente subordinado recurrió al uso desproporcionado de la fuerza. 
 
122. El derecho al cuidado integral ha sido reconocido por el sistema jurídico 
ecuatoriano. El derecho al cuidado permite y proporciona las condiciones para 
que el resto de derechos se ejerzan. Un cuidado eficaz se mide por el desarrollo 
progresivo de las capacidades de los niños y niñas para ejercer derechos. 
 
130. La separación familiar debe ser anticipada a las personas responsables y solo 
si tal separación es necesaria en el interés superior y protege sus derechos. El niño 
o niña que esté separado de uno o de ambos padres tiene derecho a mantener 
relaciones personales y contacto directo con ambos de modo regular, salvo si ello 



 

 

es contrario al interés superior del niño. Esto se aplica a cualquier persona que 
tenga el derecho de custodia o para la institución encargada del acogimiento 
institucional. 
 
131. La responsabilidad, en segundo lugar y de manera subsidiaria, si la familia 
nuclear no puede cuidar, le corresponde a la familia ampliada o a quien pueda 
ejercer, dentro de la comunidad o sociedad, las funciones del padre o de la madre. 
Entre esas personas podrían considerarse los miembros de la familia ampliada, 
como abuelos, abuelas, tíos, tías, o quien podría ejercer el rol; o también personas 
de la comunidad o sociedad que tuvieren vínculos con los niños o niñas, como 
padrinos, madrinas, “mejor” amigo o amiga; personas o familias que tuvieren 
disponibilidad y entrenamiento para ejercer el rol, como las familias acogientes u 
otros miembros que corresponda según el derecho propio de una comunidad 
indígena. 
 
132. En tercer lugar, excepcional y subsidiariamente a la familia ampliada, solo si 
no es posible fortalecer el vínculo de los padres o madres para ejercer sus 
obligaciones de cuidado y no existiere alguna persona dentro de la comunidad o 
sociedad, entonces interviene el Estado a través de las instituciones de 
acogimiento con esos fines. 
 
133. Los responsables de la toma de decisiones, cuando se decide por el 
acogimiento institucional, velarán para que el niño o niña mantenga los lazos y la 
relación con sus padres y su familia (hermanos, familiares y personas con las que 
el niño o niña haya tenido una relación personal estrecha), a menos que ello 
contravenga el interés superior del niño. 
 
140. El hábeas corpus cuando se trata de proteger los derechos de los niños, niñas 
y adolescentes deberá, además de los demás principios y reglas establecidos en 
la Constitución y la ley, para evaluar el cuidado institucional, observar el interés 
superior del niño, el derecho al desarrollo integral y el derecho a ser escuchado. 
 
141. La Constitución declara que “se atenderá al principio de su interés superior.” 
Por este principio se derivan tres obligaciones generales: i) Aplicar el interés 
superior en toda decisión estatal que afecte a los niños y niñas (garantías 
normativas y de políticas públicas); ii) considerar el interés superior del niño o niña 
y explicar cómo se ha examinado y evaluado la importancia que se le ha atribuido 
en toda decisión judicial o administrativa relacionada con niños o niñas (casos 
concretos); y iii) garantizar que, en las medidas del sector privado, el interés del 
niño se ha evaluado y ha constituido una consideración primordial en las 
decisiones y medidas adoptadas. 
 
145. La Constitución enfatiza, para lograr el desarrollo integral, el entorno que 
tiene tres elementos: la seguridad, la afectividad en todos los espacios donde se 
desenvuelven los niños y niñas y el ejercicio de derechos (finalidad). Estas 
características del entorno deben manifestarse en todos los espacios donde los 
niños y niñas se desarrollan y la Constitución enumera cuatro: familiar, escolar, 
social y comunitario. 
 
149. En cualquier espacio y en procedimientos, judiciales o administrativos, donde 
se decidan sobre sus derechos o situaciones en las que se afecten sus derechos, 
se les debe escuchar. La opinión del niño o niña debe ser tomada en cuenta en la 



 

 

decisión. Si bien, por el interés superior, la opinión no significa que sea la decisión 
a tomar, debe ser valorada y tomarse en cuenta para la ponderación. De igual 
modo, la opinión del niño o de la niña debe ser escuchada para determinar la 
idoneidad de una medida o para evaluarla una vez que se ha tomado y se está 
ejecutando. 
 
150. Una condición previa para la opinión del niño o niña es la información y, si se 
requiere para que la información sea comprensible, contar con el asesoramiento 
necesario para tomar una decisión que favorezca su interés superior. La 
información deberá ser comprensible, apropiada y suficiente hasta que pueda 
formarse un juicio u opinión. En este sentido, las personas responsables deben 
alentar al niño o niña a que se forme una opinión libre, sin influencias o presiones 
indebidas, y ofrecer un entorno adecuado para que pueda opinar y ser escuchado. 
 
161. El caso seleccionado tiene la particularidad de que muchos hechos fueron 
ejecutados por servidoras y servidores públicos, que pertenecen a instituciones 
públicas, que tenían la obligación de proteger a la familia; sin embargo, las 
acciones y omisiones, como la ausencia de entendimiento sobre la situación de 
Rosa y su familia, el provocar su poca o nula participación en la toma de 
decisiones, la falta de coordinación interinstitucional y la ausencia de mecanismos 
especializados de acción en red con información cruzada para no revictimizar a la 
familia, especialmente a Maya (nombre ficticio para proteger la identidad de la 
adolescente), dieron como consecuencia que tanto Rosa como sus hijas e hijos, 
no quieran ver a más psicólogos, tengan miedo de la policía, no confíen en el 
sistema educativo y tampoco en el sistema de justicia. Por todo esto, Rosa y su 
familia desconfían y temen de las instituciones estatales. 
 
162. Si bien en el acogimiento institucional los hijos e hijas de Rosa recibieron 
atención y cuidados, tales como alimentación, vivienda, apoyo educativo y 
psicológico, la Corte denota una deficiencia en el rol de cuidar institucional que 
afectó a los derechos de los niños y niñas en el caso. Esta deficiencia pudo haber 
sido conocida mediante el hábeas corpus correctivo, que no tiene un carácter 
residual y que podría presentarse sin que previamente se hayan realizado pedidos 
de revisión de la medida en sede administrativa o jurisdiccional. Los jueces y 
juezas pudieron, observando los principios de interés superior, desarrollo integral 
y el derecho a ser escuchado, haber dispuesto medidas correctivas encaminadas 
a garantizar el cuidado institucional, tales como disponer que Rosa sea informada 
y participe en las decisiones sobre sus hijos e hijas, garantizar un tiempo razonable 
para las visitas con el objetivo de fortalecer los vínculos familiares, disponer la 
investigación en casos de denuncias de maltrato, disponer la coordinación entre 
las diversas instituciones para garantizar el desarrollo integral de los niños y niñas. 
 
167. El paradigma de la protección integral, en cambio, no distingue entre niños, 
niñas y menores. Todos los derechos deben ser ejercidos sin discriminación 
alguna. El derecho a la familia y a la escuela es universal. No hay familias ni niños 
o niñas en situación irregular. El juez o jueza no suple en caso alguno al padre o 
madre y debe ser independiente e imparcial e interviene cuando hay violaciones 
a los derechos de los niños y niñas. La pobreza no es una causal para limitar, 
restringir o anular derechos. El reconocimiento y la promoción del ejercicio de los 
derechos es el deber primordial del Estado y de sus funcionarios, administrativos 
o judiciales. En este contexto, la privación de libertad debe ser absolutamente 
excepcional y para casos expresamente determinados en la ley. Este paradigma 



 

 

es reconocido y desarrollado en la Constitución. Por ello, “[l]as niñas, niños y 
adolescentes gozarán de los derechos comunes del ser humano, además de los 
específicos de su edad.” Los derechos específicos se encuentran en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos de los niños, niñas 
y adolescentes. 
 
173. La discriminación por la condición económica está prohibida tanto en la 
Constitución como en los instrumentos internacionales de derechos humanos. La 
pobreza suele llevar a tratos diferenciados y suele generar sentimientos de 
exclusión extremos, que se manifiestan en rechazo, aversión, desprecio, temor, 
invisibilización o demonización a la persona que está en situación de pobreza. A 
estas expresiones se las conoce con el término de aporofobia, que es una fobia 
hacia el pobre, que “lleva a rechazar a las personas que habitualmente no tienen 
recursos y, por lo tanto, no pueden ofrecer nada, o parece que no pueden 
hacerlo.” Las consecuencias de esta forma de relacionarse con la gente pobre es 
que se acaba privando, en la práctica, de la titularidad y del ejercicio de derechos. 
Por estas razones, la aporofobia se encuentra entre las formas de discriminación, 
como el racismo, la xenofobia, la misoginia, la homofobia y otras. 
 
182. El acogimiento institucional indeterminado, la prolongación indefinida del 
acogimiento institucional, la ausencia de revisión y evaluación periódica de la 
medida, violan el derecho a la libertad y al cuidado familiar. 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

186. En cuanto a la restitución, que era la principal pretensión de Rosa, los hijos e 
hijas de Rosa, por orden judicial tomada fuera del recurso de hábeas corpus, 
salieron del acogimiento institucional y volvieron a estar con su madre. 
 
187. En cuanto a la rehabilitación, que consiste en procurar que las personas 
tengan las condiciones para poder ejercer derechos, se dispone que la Defensoría 
del Pueblo, a través de la delegación provincial que dispusiere, en coordinación 
con las entidades del sistema descentralizado de protección de la niñez y 
adolescencia, en particular a la Junta de Protección de Derechos del cantón donde 
reside Rosa, con la participación y consentimiento de Rosa, realice todas las 
gestiones que fueren necesarias para acompañar y patrocinar a Rosa y que pueda 
ser beneficiaria de programas de inclusión social. En particular, para que pueda 
ser incluida en programas de alfabetización, vivienda, bono de desarrollo humano 
y más programas disponibles para personas en situación de vulnerabilidad por 
circunstancias de extrema pobreza. 
 
La Defensoría del Pueblo, en el plazo de 15 días, deberá especificar la delegación 
de la Defensoría encargada de coordinar y ejecutar las medidas de este párrafo e 
informar a la Corte. De igual modo, la Defensoría deberá, semestralmente, 
informar a la Corte sobre la ejecución de esta medida. 
 
188. También, como medida de rehabilitación, el Ministerio de Inclusión 
Económica y Social, mediante delegación a quien corresponda, en el plazo 60 días 
contados desde la notificación de esta sentencia, deberá informar a esta Corte, 
previo análisis de la situación familiar de la ciudadana Rosa Pérez Siguencia y de 
sus hijos e hijas, sobre los beneficios o programas que, en el marco de su 
competencia, podrían ser incluidos, tales como el bono de desarrollo humano u 
otros programas disponibles para atender su situación de pobreza, en caso de que 
así lo deseen. Asimismo, en el plazo de 90 días, contados desde la notificación de 



 

 

esta sentencia deberá informar a este Organismo, respecto de la inclusión a 
programas y servicios que la familia, una vez informada, haya aceptado recibir. 
 
189. En cuanto a la satisfacción, la Corte considera que esta sentencia puede ser 
una manera de reconocer el sufrimiento y los derechos de los miembros de la 
familia de Rosa, y que puede constituir una forma de reparación. 
 
190. Para cumplir con la obligación de no repetir las violaciones a los derechos 
durante el momento del allanamiento y el acogimiento familiar, la Corte considera 
que se deben tomar medidas diferenciadas. 
 
191. El Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional en coordinación con 
el Ministerio de Inclusión Económica y Social deberá: 
a. Elaborar un protocolo para garantizar y supervisar la seguridad e integridad de 
los niños, niñas y adolescentes, al interior de las Casas de Acogida. 
b. Informar a la Corte en el plazo de seis meses el cumplimiento de esta obligación. 
 
192. El Ministerio de Gobierno deberá: 
a. Elaborar un protocolo, en consulta con la Fiscalía General del Estado y el 
Consejo de la Judicatura, que establezca los derechos y el procedimiento para el 
allanamiento de domicilio cuando se trate de ejecutar medidas de protección por 
parte de la DINAPEN, conforme lo dispuesto en los párrafos 112 y 113 de esta 
sentencia. 
b. Difundir los principios, derechos y el protocolo para la ejecución de 
procedimientos de allanamiento cuando estén involucrados niños, niñas y 
adolescentes tanto a los jueces con competencia para resolver asuntos de 
protección de niñez y adolescencia como a miembros de la DINAPEN. El Ministerio 
del Gobierno, además, capacitará a los miembros de la DINAPEN sobre la 
excepcionalidad del uso de progresivo de la fuerza, de acuerdo a lo establecido en 
esta sentencia y a lo establecido en instrumentos internacionales de derechos 
humanos y en las normas existentes en el sistema jurídico ecuatoriano. 
c. Entregar, por el impacto emocional y más daños inmateriales que provocó a los 
miembros de la familia, a Rosa y como medida de compensación, por equidad, la 
cantidad de dos mil dólares (USD 2.000). Para la entrega de esta compensación, 
el Ministerio prestará las facilidades que sean necesarias para que se haga efectiva 
la entrega, si fuere necesario incluso la apertura de una cuenta bancaria a su 
nombre. 
d. Cumplir estas medidas en el plazo de seis meses e informar, al fenecer el plazo, 
a la Corte. 
 

FALLO 1. Declarar que a Rosa y a sus hijos e hijas se les violó su derecho a la libertad, a la 
intimidad familiar y a la integridad física durante la ejecución del allanamiento 
domiciliario, y se afectó parcialmente el derecho a un debido cuidado institucional 
que fortalezca los vínculos familiares y se encamine a una adecuada reinserción 
familiar, y revocar la sentencia objeto de revisión. 
 
2. Disponer que esta sentencia, que reconoce el sufrimiento y la violación de 
derechos de Rosa y su familia, constituye una forma de reparación. 
 
3. Disponer que la Defensoría del Pueblo, a través de la delegación provincial que 
señalare para el efecto, cumpla con lo dispuesto en el párrafo 187 de esta 
sentencia. 



 

 

 
4. Disponer que el Ministerio de Inclusión Económica y Social, mediante 
delegación a quien corresponda, cumpla con lo dispuesto en el párrafo 188 de 
esta sentencia. 
 
5. Disponer que el Consejo Nacional para la Igualdad Intergeneracional en 
coordinación con el Ministerio de Inclusión Económica y Social deberán cumplir 
con lo dispuesto en el párrafo 191 de esta sentencia. 
 
6. Disponer que el Ministerio de Gobierno cumpla con lo dispuesto en el párrafo 
192 de esta sentencia. 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con ocho votos a favor de los 
Jueces Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Ramiro Ávila Santamaría, 
Carmen Corral Ponce, Agustín Grijalva Jiménez, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques 
Martínez y Daniela Salazar Marín; 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Jueces Constitucionales: Enrique Herrería Bonnet (voto concurrente) y Hernán 
Salgado Pesantes (voto salvado) 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidlNzY5ZGRjOS0zYjMxLTRhMTMtYTFjYi01YTE4O
WY0YjEyODAucGRmJ30= 
 
Conforme la sentencia emitida por la Corte Constitucional, por parte del 
Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda con fecha 19 de julio de 2022 
calificaron a Rosa como beneficiaria de una vivienda en el Proyecto Urbanizado y 
para septiembre de 2022, obtuvo las llaves de su propia casa.  
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